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Suprema Corte:
1

La Sala IV de la Cémara Federal de Casacién Penal -por mayoria— no hizo
lugar a la queja del fiscal general por recurso de casacién denegado, oportunamente
Interpuesto contra la sentencia del Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 1 de San
Martin, que condené a joel Antonio M M y Ever ] M ala
pena de cinco afios y tres meses de ptisidn por ser coautores del delito de transporte
de estupefacientes (arts. 45 del Cédigo Penal y 5°, inc. “c”, de la ley 23.737).

Contra esa decision dedujo recurso extraordinatio el representante del Minis-
terdo Piblico ante el 2 guo (fs. 81/90) que fue concedido (fs. 91/2).

II

Surge de las actuaciones que el fiscal de juicio impugné la falta de aplicacion
de la agravante prevista en el articulo 11, inciso c), de la ley 23.737 por la doble via
del articulo 456 del cédigo procesal. Planted que la sentencia era arbitraria porque
omitié valorar elementos relevantes para la imposicién de la agravante, tales como la
modalidad del transporte, consistente en el envio de una encomienda con estupefa-
cientes desde Misiones, y las comunicaciones registradas en los teléfonos de M
M , ) M y de otras personas situadas en el lugar de origen, de-
mostrativas del actuar coordinado entre ellos y el tercero que también concurrié a la
sucursal de Via Cargo a retirar el paquete. Con relacidn a la errénea aplicacion de la
norma, expuso que para el trbunal la agravante no requerfa una organizacién pro-
piamente dicha sino “intervenir otganizadamente que consiste en disponer algo or-
denadamente con miras a una funcién”, pero luego abandoné el concepto y exigié

para su configuracién la existencia de “conversaciones telefonicas, mensajes de tex-



to, encomiendas frustradas y fotografias y/o videos de seguimiento de la estructura
criminal que mantuvieran entre s los imputados con las personas ajenas a las pre-
sentes actuaciones”, “es decir, actos de permanencia vinculados a la cadena de co-
mercializacién Hevados a cabo de manera organizada. En lo concreto, sélo se logtd
acreditar este transporte mas no otros”. Al respecto el recurrente sostuvo que en el
sub /ite existieron comunicaciones como las indicadas y que la permanencia o la acre-
ditacién de otros transportes de droga no son requisitos tipicos. El ttibunal no hizo
lugar al recurso en virtud del limite del articulo 458, inciso 2°, del Cédigo Procesal
Penal de la Nacién y por no demostrarse la atbitrariedad alegada. En linea con el
tribunal oral, el # g#o no hizo lugar a la queja; sefialé que los imputados no fueron
condenados a una pena ptivativa de la libertad infetior a la mitad de la requerida en
el alegato del Ministerio Fiscal y que tampoco se planteé una cuestién federal que
habilitara su intervencién en su caricter de tribunal intermedio.
I

En su apelacidén extraordinatia el magistrado recurrente considerd que la na-
turaleza federal de la norma (art. 11, inc. c., ley 23.737), cuya imposicién fue recha-
zada en virtud de una interpretacién restrictiva y contraria 2 los compromisos asu-
midos por el Estado al susctibir la Convencién de las Naciones Unidas contra el
trafico ilicito y sustancias psicotrdpicas, autorizaba a afirmar la existencia de una
cuestién federal suficiente en los términos del articulo 14, inciso 3°, de la ley 48, que
debi6 ser examinada por el # gao en su caricter de ttibunal intermedio. Por ello, al
denegar la via con invocacién de ébices formales incurrié en un excesivo ritualismo,

supuesto que también habilita la jurisdiccién del Trbunal por arbitrariedad.
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v

Es doctrina de V.E. que las decisiones que declaran la improcedencia de los
recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza
procesal, el otorgamiento de la apelacién extraordinaria (Fallos: 300:436; 308:1253;
313:77; 317:1679 y 319:399); no obstante ha sostenido que cabe hacer excepcién
cuando lo resuelto conduce 2 una restriccién sustancial de la via utlizada por el ape-
lante sin fundamentacién idénea o suficiente, lo que se traduce en una violacién de
la garantia del debido proceso consagrada en el articulo 18 de la Constitucién Na-
cional (Fallos: 339:864, 337:1361), que también ampara a este Ministerio PGblico
Fiscal (doctrina de Fallos: 199:617; 237:158; 299:17; 308:1557).

En mi opinién esa situacidén excepcional se ha configurado en el s#b judice.

Si bien es cierto que el Tribunal sostuvo en “Arce” (Fallos: 320:2145) que el
Estado puede autolimitar el ius persequendi y el fiscal debe ejercer su pretensién en los
términos que el articulo 458 de la ley procesal le concede; y que en el s#b Jre no se
superan los limites allf establecidos pot cuanto al formular la acusacién requirié que
se condenara a los imputados a siete afios de prisién y el tribunal les impuso cinco
aflos y tres meses, en atencidn a la naturaleza federal del agravio esgrimido en el re-
curso de casacidn, el @ guo, en su caricter de tribunal intermedio, debid sortear los
limites formales establecidos en la norma citada y habilitar su jurisdiccién para —
eventualmente— dejar expedita la via extraordinaria federal (conf. V. 1097.
XXXVIIL, “Valentini, Rubén y otros s/calumnias e injurias —causa N° 4012 del
27 de diciembre de 2005).

El Ttibunal ha sostenido que existe cuestidn federal suficiente cuando se po-

ne en tela de juicio el alcance de una norma de la ley 23.737 y la decisién ha sido




contraria a las pretensiones que el recutrente sustenté en ella (confr. Fallos: 323:212;
329:6019). A ese respecto, de la resefia efectuada en el punto II se desprende que en
el recurso de casacidén se planteé fundamente la cuestién federal, vinculada a la in-
terpretacion y aplicacién de la agravante prevista en el articulo 11, inciso c), de la ley
23.737. En efecto, la exégesis efectuada por el tribunal oral prescindié del texto legal
y llega al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone (el dicta-
men de la Procuracién General al que la Corte remitié en Fallos: 339:1514 v sus ci-
tas); a ello se suma que tampoco fue consecuente con esa interpretacién, potrque
requiti6 la existencia de comunicaciones entre los intervinientes y no obstante vet-
ficarse ese extremo ~no exigido por la ley— rechazé la imposicién de la agravante en
cuestién, lo cual ~también sefialado en el recutso de casacién (fs. 1219)— concurre a
descalificar el pronunciamiento cuya revisién se pretende.

Sin olvido de que aqui se persigue la apertura de la instancia de casacién de-
negada, la cuestién federal planteada resulta sustancialmente anédloga a la examinada
port esta Procuracion General al dictaminar con fecha 17 de septiembre de 2019 7#
FPO 5001/2014/14/1/1/1/RH5, “M , Lucas Horacio y otros s/incidente de
recurso extraordinario”, a cuyos fundamentos y conclusiones ~en lo pertinente— he
de remnitirme en beneficio de Ja brevedad.

En tales condiciones, sin petjuicio de la validez de las restticciones a las fa-
cultades recursivas del Ministerio Publico, dado que se plante una agravio de natu-
raleza federal que habilita la competencia del Tribunal por la via del articulo 14 de la
ley 48 y que el @ guo rehusé pronunciarse en una materia de su competencia como

tribunal intermedio, con la simple invocacién del articulo 458, inciso 1°, del cddigo
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procesal, su decisién debe ser descalificada como acto judicial valido con arreglo a la
doctrina de Fallos: 328:1108 y 329:6002.
v
En definitiva, opino que V.E. debe declarar procedente el recurso extraordi-
natio, dejar sin efecto la sentencia apelada y ordenat el dictado de una nueva con-

forme a derecho.

9 |
Buenos Aires, de diciembre de 2019.
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